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corte nacional y de corte internacional se complemen-
tan entre sí, llenando sus respectivas lagunas. Mencio-
naremos también el caso de la prisión vitalicia, como 
pena sobre la que es omisa la Constitución, y que los 
tribunales, vía jurisprudencial, declararon primero in-
constitucional, para luego concluir que sí es constitu-
cional, tema que han vuelto a retomar para análisis. 
Esto palpablemente muestra la importancia que tiene 
la interpretación judicial de los derechos que existen 
en la Constitución —o su ausencia—.

II. derecho a la vida

Una ausencia jurídica constitucional en extremo rele-
vante es la definición constitucional de la existencia en 
México del derecho a la vida. Esta situación era aún 
más acuciante previo a la reforma constitucional del 
10 de junio de 2011. Sin embargo, debido a la referida 
articulación judicial de que sólo la Constitución defi-
ne los derechos que se gozan en México, el tema sigue 
siendo de gran interés.

1. El derecho a la vida

Un importante tema a armonizar debidamente en-
tre la CPEUM y los tratados de derechos humanos 
es el derecho a la vida. En la Constitución no se en-
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ALGUNOS VACÍOS JURÍDICOS CONSTITUCIONALES 37

cuentra reflejada norma alguna que señale que las 
personas en México tienen derecho a la vida. Lo más 
que constitucionalmente existe —y sólo desde 2011 
con la reforma constitucional de derechos humanos— 
es la prohibición de suspender o restringir el derecho 
a la vida en situaciones de invasión o emergencia que 
afecten la vida de la nación (artículo 29-2p).

El Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966 
(PDCP)43 y la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos de 1969 (CADH)44 prescriben sin am-

43  El PDCP fue aprobado por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas por resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre 
de 1966. El Senado aprobó el PDCP el 18 de diciembre de 1980. 
México se adhirió el 23 de marzo de 1981. Entró en vigor interna-
cionalmente el 23 de marzo de 1976 y para México el 23 de junio 
de 1981. Se publicó en el DOF del 20 de mayo de 1981, con fe de 
erratas publicada en el DOF del 22 de junio de 1981.

44  Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 
1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre De-
rechos Humanos. México se adhirió el 24 de marzo de 1981. Entró 
en vigor internacionalmente el 18 de julio de 1978, y para México, 
el 24 de marzo de 1981. DOF, del 7 de mayo de 1981. Al adherir-
se a la Convención, México formuló las declaraciones y reservas 
siguientes. Declaraciones interpretativas: “Con respecto al párrafo 
1 del Artículo 4, considera que la expresión «en general», usada en 
el citado párrafo, no constituye obligación de adoptar o mantener 
en vigor legislación que proteja la vida «a partir del momento de 
la concepción» ya que esta materia pertenece al dominio reserva-
do de los Estados”. “Por otra parte, en concepto del Gobierno de 
México que la limitación que establece la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que todo acto 
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RODRIGO LABARDINI38

bages el derecho de toda persona a la vida. Prescri-
ben que toda persona tiene “derecho a que se respete 
su vida” (artículo 4(1)-CADH)45 y que “El derecho a 
la vida es inherente a la persona humana” (artículo 

público de culto religioso deberá celebrarse precisamente dentro 
de los templos, es de las comprendidas en el párrafo 3 del Artículo 
12”; Reserva: “El Gobierno de México hace Reserva expresa en 
cuanto al párrafo 2 del Artículo 23 ya que la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en su Artículo 130, dispone que 
los Ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni de-
recho para asociarse con fines políticos”. Con fecha 9 de abril de 
2002, México notificó a la Secretaría General su decisión de reti-
rar parcialmente las declaraciones interpretativas y reserva. Dicho 
retiro parcial fue aprobado por el Senado de la República el 9 de 
enero de 2002, según Decreto publicado en el DOF 17 de enero de 
2002, subsistiendo en los siguientes términos. Declaración inter-
pretativa: “Con respecto al párrafo 1 del Articulo 4 considera que 
la expresión «en general» usada en el citado párrafo no constituye 
obligación de adoptar o mantener en vigor legislación que proteja 
la vida «a partir del momento de la concepción», ya que esta ma-
teria pertenece al dominio reservado de los Estados”. Reserva: “El 
Gobierno de México hace Reserva expresa en cuanto al párrafo 
2 del Artículo 23, ya que la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en su Artículo 130, dispone que los Ministros 
de los cultos no tendrán voto pasivo, ni derecho para asociarse con 
fines políticos”. La CADH cuenta con un Protocolo Adicional del 
17 de noviembre de 1988. México también reconoció la compe-
tencia contenciosa de la Corte-IDH prevista en la CADH.

45  “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este 
derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del mo-
mento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbi-
trariamente.”.
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6(1)-PDCP).46 Ambos tratados se volvieron obliga-
torios para México en 1981, año en que los ratificó. 
Tanto la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos (1948) (DUDH)47 como la Declaración Ame-
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948) 
(DADDH)48 igualmente proclaman el derecho a la 
vida de todo ser humano.

[Las declaraciones son instrumentos internaciona-
les que se adoptan sin que impliquen obligación ju-
rídica per se y, por tanto, sin efectos vinculantes. Sin 
embargo, el término “declaración” ha sido oficial-
mente definido por la Secretaría General de Nacio-
nes Unidas como un “instrumento formal y solemne, 
apropiado para ocasiones raras cuando se enuncien 
principios de gran y duradera significación”.49 Esto 

46  “El derecho a la vida es inherente a la persona humana. 
Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado 
de la vida arbitrariamente”.

47  “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona”, artículo 3-DUDH. Adoptada y procla-
mada por Resolución 217 A (iii) del 10 de diciembre de 1948 de la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas.

48  “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a 
la seguridad de su persona”, artículo I-DADDH, Aprobada en la 
Novena Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colom-
bia, 10 de abril de 1948.

49  “A formal and solemn instrument, suitable for rare occasions 
when principles of  great and lasting significance are being enunci-
ated”, U.N. Doc. E/CN.4/L.610 (1962) [traducción del autor].
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RODRIGO LABARDINI40

ha hecho que hay quienes opinan que su contenido 
refleja derecho consuetudinario y por tanto es jurídi-
camente vinculante.50 La obligatoriedad de la DUDH 
fue reconocida por el Acta Final de la Conferencia 
Internacional sobre Derechos Humanos adoptada el 
10 de mayo de 1968 en Teherán, según la cual: “La 
Declaración Universal de Derechos Humanos enun-
cia una concepción común a todos los pueblos de los 
derechos iguales e inalienables de todos los miembros 
de la familia y la declara obligatoria para la comu-
nidad internacional”.51 Así, podemos observar que el 
término “declaración” se utiliza para documentos que 
por su relevancia histórica eventualmente podrían de-
rivar en obligaciones internacionales52 o que por su 
naturaleza reflejen derecho consuetudinario.]

50  Ortiz Ahlf, Loretta, “Aportación de la Declaración Univer-
sal de Derechos Humanos al derecho”, panel El significado de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos para la actividad académica en 
la UIA, en Celebración del 50 aniversario de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, Universidad Iberoamericana, México, D. F., a 
16 de noviembre de 1998, disponible en: http://www.uia.mx/uiains-
titucional/dh/pdf/50a/derecho.pdf (consultado 22 de abril de 2009), 
y O’Donnell, Daniel, Protección Internacional de los Derechos Humanos, 
Lima, Comisión Andina de Juristas, Fundación “Friedrich Nau-
mann”, 1988, p. 24.

51  Debe señalarse, sin embargo, que la Proclamación de Tehe-
rán es igualmente otra declaración.

52  Pese a que no es jurídicamente vinculante, una declaración 
“puede por costumbre quedar reconocida como estableciendo re-
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En 2001, estando aún constitucionalmente prevista 
la pena de muerte, la SCJN indicó que el derecho a la 
vida “se desprende” de la CPEUM, ya que la propia 
Constitución “protege el derecho a la vida de todos 
los individuos” por ser un derecho fundamental “sin 
el cual no cabe la existencia ni disfrute de los demás 
derechos”.53 A esto se agrega en 2002 que “la pro-

glas vinculantes entre Estados” (“may by custom become recogni-
zed as laying down rules binding upon States” [trad. del autor]), 
U.N. Doc. E/CN.4/L.610 (1962).

53  “Del análisis integral de lo dispuesto en los artículos 1o., 14 
y 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
se desprende que al establecer, respectivamente, el principio de igual-
dad de todos los individuos que se encuentren en el territorio na-
cional, por el que se les otorga el goce de los derechos que la propia 
Constitución consagra, prohibiendo la esclavitud y todo tipo de 
discriminación; que nadie podrá ser privado, entre otros derechos, 
de la vida, sin cumplir con la garantía de audiencia, esto es, me-
diante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos 
en el que se sigan las formalidades esenciales del procedimiento; 
y que la pena de muerte sólo podrá imponerse contra los sujetos 
que la propia norma constitucional señala, protege el derecho a la vida 
de todos los individuos, pues lo contempla como un derecho fundamental, sin el 
cual no cabe la existencia ni disfrute de los demás derechos”. derecho a 
la vida. su protección constitucional, IUS 187816 (2002), 
XV SJF 589 (febrero de 2001) (9a.) (Pleno) P./J. 13/2002 (énfasis 
añadido). Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados integrantes 
de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 29 y 30 de enero de 2002. 
Mayoría de siete votos respecto de la constitucionalidad de la frac-
ción III del artículo 334 del Código Penal para el Distrito Federal; 
y en relación con el artículo 131 bis del Código de Procedimientos 
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RODRIGO LABARDINI42

tección del derecho a la vida del producto de la con-
cepción deriva tanto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como de los tratados y de 
las leyes federales y locales”.54 En 2009, la SCJN com-

Penales para el Distrito Federal, en virtud de que la resolución de 
su inconstitucionalidad no obtuvo la mayoría calificada de cuando 
menos ocho votos exigida por el último párrafo de la fracción II 
del artículo 105 constitucional, se desestimó la acción de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria de 
las fracciones I y II de dicho precepto constitucional.

54   “Si se toma en consideración, por un lado, que la finali-
dad de los artículos 4o. y 123, apartado A, fracciones V y XV, 
y apartado B, fracción XI, inciso c), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la exposición de 
motivos y los dictámenes de las comisiones del Congreso de la 
Unión que dieron origen a sus reformas y adiciones, de tres de 
febrero de mil novecientos ochenta y tres, y treinta y uno de di-
ciembre de mil novecientos setenta y cuatro, respectivamente, es 
la procuración de la salud y el bienestar de los seres humanos, así 
como la protección de los derechos de la mujer en el trabajo, en 
relación con la maternidad y, por ende, la tutela del producto de 
la concepción, en tanto que éste es una manifestación de aquélla, 
independientemente del proceso biológico en el que se encuentre 
y, por otro, que del examen de lo previsto en la Convención sobre 
los Derechos del Niño y el Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticinco de enero de mil novecientos noventa y uno y el veinte 
de mayo de mil novecientos ochenta y uno, aprobados por la Cá-
mara de Senadores del Congreso de la Unión el diecinueve de junio 
de mil novecientos noventa y el dieciocho de diciembre de mil no-
vecientos ochenta, respectivamente, cuya aplicación es obligatoria 
conforme a lo dispuesto en el artículo 133 de la propia Norma 
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plementa que el principio está incluido en los dere-
chos fundamentales en México, ya que “el derecho a 
la vida impone al Estado una obligación compleja, en 
tanto que no sólo prohíbe la privación de la vida (que 
se traduce en una obligación negativa: que no se prive 
de la vida), sino que también exige que... adopte medi-
das positivas para preservar ese derecho en el ámbito 
legislativo, judicial y administrativo”.55 Es de suponer 

Fundamental, se desprende que establecen, el primero, la protección de la 
vida del niño tanto antes como después del nacimiento y, el segundo, la protec-
ción del derecho a la vida como un derecho inherente a la persona humana, así 
como que del estudio de los Códigos Penal Federal y Penal para el 
Distrito Federal, y los Códigos Civil Federal y Civil para el Distrito 
Federal, se advierte que prevén la protección del bien jurídico de 
la vida humana en el plano de su gestación fisiológica, al consi-
derar al no nacido como alguien con vida y sancionar a quien 
le cause la muerte, así como que el producto de la concepción se 
encuentra protegido desde ese momento y puede ser designado 
como heredero o donatario, se concluye que la protección del derecho 
a la vida del producto de la concepción, deriva tanto de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, como de los tratados internacionales 
y las leyes federales y locales”, derecho a la vida del producto 
de la concepción. su protección deriva de la consti-
tución política de los estados unidos mexicanos, de 
los tratados internacionales y de las leyes federales y 
locales, IUS 187817 (2002), XV SJF 588 (febrero de 2002) (9a.) 
(Pleno) P./J. 14/2002 (énfasis añadido). Acción de inconstitucionalidad 
10/2000. Diputados integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, 29 y 30 de enero de 2002.

55  “El derecho a la vida impone al Estado una obligación com-
pleja, en tanto que no sólo prohíbe la privación de la vida (que se 
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RODRIGO LABARDINI44

que para este propósito se inspiró en los artículos 1 
y 2 de la CADH,56 que precisamente prescriben las 

traduce en una obligación negativa: que no se prive de la vida), 
sino que también exige que, a la luz de la obligación de garan-
tizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de los derechos humanos, 
adopte medidas positivas para preservar ese derecho en el ámbito 
legislativo, judicial y administrativo. En ese sentido, existe trans-
gresión al derecho a la vida por parte del Estado no sólo cuando 
una persona es privada de la vida por un agente del Estado, sino 
también cuando éste no adopta las medidas razonables y necesa-
rias aludidas, como son las tendientes a preservarla, a minimizar 
el riesgo de que se pierda en manos del Estado o de otros par-
ticulares, y las necesarias para investigar efectivamente los actos 
de privación de la vida”, derecho a la vida. supuestos en 
que se actualiza su transgresión por parte del estado, 
IUS 163169 (2009), XXIII SJF 24 (enero 2011) (9a.) (Pleno) P. 
LXI/2010. Dictamen que valora la investigación constitucional realizada 
por la comisión designada en el expediente 3/2006, integrado con motivo de 
la solicitud formulada para investigar violaciones graves de garantías indivi-
duales, 12 de febrero de 2009.

56  “Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 1. Los Es-
tados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen na-
cional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 2. Para los efectos de esta Convención, persona 
es todo ser humano. Artículo 2. Deber de Adoptar Disposicio-
nes de Derecho Interno Si el ejercicio de los derechos y liberta-
des mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
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obligaciones positivas y negativas de los Estados para 
promover y respetar los derechos humanos.

Subrayo que esta línea interpretativa judicial fue ela-
borada a partir del vacío constitucional sobre el dere-
cho a la vida. Se trata de un ejercicio de interpretación 
que sólo tangencialmente aludió a la CADH y al PDCP, 
pese a que en términos del artículo 133-CPEUM am-
bos tratados son obligatorios para todas las autoridades 
mexicanas desde 1981, forman parte de la “Ley Supre-
ma de toda la Unión” (LSTU), y los jueces de las enti-
dades federativas deben ajustarse a lo anterior.

Reflejamos esquemáticamente esta situación.

Derecho a la vida

Sistema jurídico mexicano Tratados
PDCP (1966) y CADH (1969)

CPEUM: 
no incluye 

expresamente el 
derecho a la vida

[CPEUM 
dice “0”]

Expresamente 
prescriben el 

derecho a la vida

[Los tratados 
dicen “A”]

SCJN: el derecho 
a la vida se 

desprende de la 
Constitución

[La 
CPEUM 
debe decir 

“A”]

DUDH y 
DADDH 

prescriben el 
derecho a la vida

[Las 
declaraciones 

dicen “A”]

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos cons-
titucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades”.
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RODRIGO LABARDINI46

Podemos ver que las normas constitucionales e in-
ternacionales resultan complementarias. El silencio 
constitucional es cubierto por el derecho expresamen-
te previsto internacionalmente de manera recomen-
datoria —y eventualmente vinculante— en la DUDH 
y en la DADDH, y de manera obligatoria para Mé-
xico en la CADH y en el PDCP. Las normas inter-
nacionales complementan el vacío constitucional, al 
ampliar y precisar que este derecho pertenece a toda 
persona de manera inherente a su persona.

2. La pena de muerte

Mediante reforma constitucional del 9 de diciem-
bre de 2005 se retiró del artículo 22 constitucional 
la pena de muerte en todos los casos.57 Para analizar 
el tema debemos subrayar lo especial del caso, por 
tratarse de una sanción penal, la máxima que puede 
aplicarse a cualquier inculpado.58 Esta pena ha sido 

57  “Queda también prohibida la pena de muerte por delitos 
políticos, y en cuanto a los demás, sólo podrá imponerse al trai-
dor a la Patria en guerra extranjera, al parricida, al homicida con 
alevosía, premeditación y ventaja, al incendiario, al plagiario, al 
salteador de caminos, al pirata y a los reos de delitos graves del 
orden militar”, artículo 22-3p-CPEUM (1917) original.

58  “Si la pena de muerte impuesta como sanción al recurrente, lo fue 
por el delito de lesiones, además del de abuso de autoridad, es 
inconcuso que con ello la sentencia se aparta de los presupuestos 
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considerada por los tribunales de carácter ejemplar.59 

lógicos que rigen una sentencia, si el Ministerio Público ejerci-
tó acción penal sólo por lo que ve al segundo de esos delitos.” 
acción penal (fuero militar). IUS 264468 (1957), VI-2a. SJF 
90 (1957) (6a.) (1a. Sala) (énfasis añadido). Amparo directo 5921/55. 
Medardo Hernández Santos. 6 de noviembre de 1957. “El artículo 
47 del Código Penal del Estado de Jalisco de 1933, establece que 
cuando entre la perpetración del delito y la sentencia irrevocable 
que respecto de él se pronuncie, se promulgaren una o más leyes 
que disminuyan la sanción establecida en otra ley, vigente al co-
meterse el delito, o la sustituyan con otra menor, se aplicará la 
nueva ley; y es indudable que la pena máxima que puede aplicarse, es la de 
muerte, y que cualquiera otra es menor; así es que si el acusado fue 
juzgado en primera instancia, bajo el imperio del Código Penal 
que regía anteriormente, y se le condenó a sufrir la pena capital, 
y esta última pena se suprimió posteriormente, y se sustituyó por 
la de 20 a 30 años de prisión, en indudable que, de acuerdo con 
el citado artículo 47, el tribunal de segunda instancia tuvo que 
aplicar el segundo de dichos códigos; y debe analizar el delito y 
las circunstancias del delincuente, para fijar la sanción respectiva, 
dentro del mínimo y máximo establecidos por la ley, de acuerdo 
con los artículos 42 y 43; siendo también indudable, que no se 
trata de la sustitución de la pena de muerte por la de 30 años 
de prisión, ya que el artículo 4o., transitorio, del repetido Código 
Penal, establece que las sentencias de muerte pendientes de eje-
cución, quedan sustituidas, automáticamente, por la pena de 30 
años de prisión”. pena capital, lo que procede cuando la 
suprime una ley posterior a la que regia al consumarse 
el delito. IUS 312347 (1935), XLV SJF 4823 (1935) (5a.) (1a. 
Sala) (énfasis añadido). Amparo penal directo 6679/33. Rodríguez Juan 
y coagraviado. 11 de septiembre de 1935.

59  “Del análisis del artículo 57 del Código de Justicia Militar, 
que establece los delitos contra la disciplina militar, se deduce un 
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Si bien el resultado final es que el Estado privara de la 
vida a una persona, stricto sensu se trata de una sanción 
penal; una que sólo el Estado podía imponer, y sólo 

origen diferenciado de ese tipo de conductas delictivas: 1) cuan-
do se actualizan las hipótesis contenidas en el libro segundo del 
referido Código, y 2) los delitos del fuero común o federal come-
tidos por militares cuando se actualicen los supuestos previstos en 
los diversos incisos de su fracción II. Ahora bien, para acreditar los 
delitos contra la disciplina militar a que se refiere la fracción I 
del citado artículo 57 —los especificados en el libro segundo del 
ordenamiento señalado—, sólo se requiere que el agente del delito 
tenga la calidad de militar en activo, es decir, que pertenezca a la 
institución armada, con independencia de que en el momento de 
la comisión delictiva esté fuera de servicio o del horario normal 
de labores, o franco. Esta previsión tiene como finalidad conservar 
la disciplina militar, requisito indispensable para el debido fun-
cionamiento del Ejército, lo que necesariamente justifica la tipi-
ficación de conductas específicas a las que se atribuyen sanciones 
ejemplares. De lo contrario podría concluirse que aunque ciertas 
conductas se prevean en el Código de Justicia Militar no se san-
cionarían, o se llegaría al absurdo de no poder acreditar los delitos 
considerados como graves —a los que incluso se castiga con pena 
de muerte, como traición a la patria, espionaje o rebelión— por el 
hecho de que en ellos no se hace especificación alguna en el senti-
do de que pueden cometerse estando o no en servicio”. delitos 
contra la disciplina militar a que se refiere la fracción 
I del artículo 57 del código de Justicia militar. para su 
acreditación basta que el suJeto que los realice tenga 
la calidad de militar en activo. IUS 175969 (2005), XXIII 
SJF 247 (febrero de 2006) (9a.) (1a. Sala) 1a./J. 148/2005. Contra-
dicción de tesis 105/2005-PS, 28 de septiembre de 2005.
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como resultado de un juicio formal seguido en un tri-
bunal previamente establecido.

Como sanción penal, ni el PDCP ni la CADH pro-
híben su existencia ni su aplicación. Sin embargo, ex-
presamente señalan que “Nadie puede ser privado de 
la vida arbitrariamente”.60 Ambos tratados limitan la 
aplicación de la pena de muerte al regular las posibili-
dades en que puede llevarse a cabo. Entre otras cosas, 
excluyen su aplicación a menores de dieciocho años, 
a mayores de sesenta y mujeres en estado de gravidez, 
así como a delitos a los que no se le aplicara antes. De 
igual forma, queda prohibida su reinstalación cuando 
ha sido abolida.61

60  Artículos 1(1)-CADH y 6(1)-PDCP.
61  “2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta 

sólo podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento 
de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformi-
dad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad 
a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a de-
litos a los cuales no se la aplique actualmente. 3. No se restablecerá 
la pena de muerte en los Estados que la han abolido. 4. En ningún 
caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni 
comunes conexos con los políticos. 5. No se impondrá la pena de 
muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, 
tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se 
le aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 6. Toda persona 
condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indul-
to o la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos 
en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras 
la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competen-
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RODRIGO LABARDINI50

Entre 1917 y 2005, México constitucionalmente 
tenía la posibilidad de aplicar la pena de muerte, la 
que no se oponía a CADH ni a PDCP, pues se trataba 
de casos previos a 1981 —año en que para México 
entraron en vigor ambos tratados—. Posterior a 1981, 
México ya no estuvo en capacidad de ampliar la apli-
cación constitucional de la pena de muerte, pena que, 
como señalamos, se retiró en 2005 de la CPEUM.

El Estado mexicano ha evidenciado una convic-
ción por rechazar la pena de muerte, pese a haber es-

te”, artículo 4-CADH. “2. En los países que no hayan abolido 
la pena capital sólo podrá imponerse la pena de muerte por los 
más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor 
en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a 
las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la 
protección y la sanción del delito de genocidio. Esta pena sólo 
podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un 
tribunal competente. 3. Cuando la privación de la vida constituya 
delito de genocidio se tendrá entendido que nada de lo dispuesto 
en este artículo excusará en modo alguno a los Estados Partes del 
cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas en virtud 
de las disposiciones de la Convención para la prevención y la san-
ción del delito de genocidio. 4. Toda persona condenada a muerte 
tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación de la pena. 
La amnistía, el indulto o la conmutación de la pena capital podrán 
ser concedidos en todos los casos. 5. No se impondrá la pena de 
muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años 
de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 6. 
Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un 
Estado Parte en el presente Pacto para demorar o impedir la abo-
lición de la pena capital”, artículo 6-PDCP.
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tado constitucionalmente en vigor 1917-2005. La pena 
de muerte no había sido ejecutada en México desde 
1942,62 o no se había aplicado por completo des-
de 1961.63 Con esta misma orientación, el gobierno 
mexicano ha buscado preservar la vida de sus ciuda-
danos en el exterior, sin importar sus circunstancias, 
cuando han sido acusados penalmente y pueden que-
dar sujetos a pena de muerte, para evitar que pudie-
ran ser objeto de pena de muerte.64

62  “Condenan a muerte a subteniente mexicano que asesinó a 
un coronel”, Terra Noticias, 14 de noviembre de 2003, disponible en 
http://noticias.terra.com/noticias/condenan_a_muerte_subteniente_mexi-
cano_que_asesino_a_un_coronel/act165737 (consultado 6 de noviem-
bre de 2016).

63  Poder Ejecutivo Federal, Iniciativa de Decreto que modifica di-
versos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, 
en materia de derechos humanos, 4 de mayo de 2004. Se menciona que 
por cuatro décadas (desde 1963) esta pena no se había impuesto 
en México, “Presidente mexicano salva a dos soldados de la pena 
de muerte”, Terra Noticias, 20 de noviembre de 2003, disponible en: 
http://noticias.terra.com/noticias/presidente_mexicano_salva_a_dos_sol-
dados_de_la_pena_de_muerte/act166022 (consultado 6 de noviembre 
de 2016).

64  A través del Programa de Asistencia Jurídica a Mexicanos 
Sentenciados a Pena Capital, el gobierno de México busca evitar 
que los mexicanos acusados por la comisión de delitos de extrema 
gravedad sean ejecutados o reciban dicha condena. Estos esfuer-
zos han quedado reflejados internacionalmente, entre otros ejem-
plos, en Corte Internacional de Justicia, Avena and Other Mexican 
Nationals (Mexico v. United States of  America), sentencia del 31 de mar-
zo de 2004, disponible en: http://www.icj-cij.org/.
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Ahora bien, la reforma de 2005 también retiró del 
artículo 14 constitucional la frase que prescribía que 
nadie podía ser privado de la vida sino mediante juicio 
ante tribunales previamente establecidos.65 En un es-
quema general, parecen complementarias ambas ac-
ciones: retirar la pena de muerte y retirar que nadie 
puede ser privado de la vida sino mediante tribunales. 
Debería visualizarse que al no existir la sanción penal 
de la pena de muerte no habría forma de privarla en un 
tribunal. Sin embargo, al retirar totalmente la prohibi-
ción de privación de la vida mediante tribunales, a con-
trario sensu podría haberse argüido entre 2005 y 2011 
que podría privarse de la vida en forma arbitraria al 
no estar prohibido, máxime cuando constitucional-
mente no existe el derecho a la vida, y es la CPEUM 

65   “Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido 
ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 
las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las le-
yes expedidas con anterioridad al hecho”, artículo 14-2p-CPEUM 
de 1917 (énfasis para destacar las palabras retiradas el 9 de di-
ciembre de 2005). A partir de 2005, el artículo lee: “Nadie podrá 
ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o dere-
chos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad 
al hecho”.
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la que define los derechos que existen en México.66 En 
términos de redacción constitucional habría bastado 
separar las ideas para preservar el derecho, es decir, 1) 
indicar “Nadie podrá ser privado de la vida”, y 2) pre-
servar que nadie puede ser privado de libertad, pro-
piedades, posesiones o derechos sino mediante juicio 
en tribunales previamente establecidos. Sin embargo, 
no fue así.

En 2007, México se adhirió sin reservas al Segun-
do Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la 
Pena de Muerte,67 por el cual se prohíbe ejecutar a 
cualquier persona. Esta disposición resulta aplicable 

66  pensión Jubilatoria. si al interpretar la ley del 
instituto de seguridad y servicios sociales de los tra-
baJadores del estado en el Juicio de nulidad, se llega 
a la convicción de que un pensionado no cotizó por 
diversos conceptos que pretende sean integrados a 
la base de cotización para su cálculo, aun cuando ar-
gumente transgresión a tratados internacionales, no 
se vulnera derecho alguno que tenga reconocido ni se 
menoscaban sus derechos fundamentales, IUS 2002589 
(2012), supra nota 33, y supremacía constitucional. la re-
forma al artículo 1o. de la constitución política de 
los estados unidos mexicanos, de 10 de Junio de 2011, 
respeta este principio, IUS 2002065 (2012), supra nota 34.

67  Nueva York, 15 de diciembre de 1989 (SPFPIDCPAPM). 
DOF, 26 de octubre de 2007. Entró en vigor internacionalmente 
el 11 de julio de 1991, y para México el 26 de diciembre de 2007.
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a cualquier jurisdicción dentro de un estado federal.68 
Ese mismo año se adhirió sin reservas al Protocolo a 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
relativo a la Abolición de la Pena de Muerte,69 que 
igualmente prohíbe aplicar la pena de muerte a toda 
persona70 bajo la jurisdicción del Estado parte.71

68  “1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la 
jurisdicción de un Estado Parte en el presente Protocolo. 2. Cada 
uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias 
para abolir la pena de muerte en su jurisdicción”, artículo 1, y 
“Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas 
las partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni 
excepción alguna”, artículo 9.

69  Asunción, Paraguay, 8 de junio de 1990 (PCADHAPM). Mé-
xico se adhirió el 20 de agosto de 2007. Entró en vigor para México 
el 20 de agosto de 2007. DOF, 9 de octubre de 2007.

70  “Los Estados Partes en el presente Protocolo no aplicarán 
en su territorio la pena de muerte a ninguna persona sometida a su 
jurisdicción”, artículo 1.

71  Es de señalar que ambos protocolos prohíben reservas, salvo 
que al ratificar se indique que podrá aplicarse la pena de muerte 
en tiempos de guerra. “No se admitirá ninguna reserva al presente 
Protocolo. No obstante, en el momento de la ratificación o adhe-
sión, los Estados Partes en este instrumento podrán declarar que 
se reservan el derecho de aplicar la pena de muerte en tiempo de 
guerra conforme al derecho internacional por delitos sumamente 
graves de carácter militar”, artículo 2(1)-SPFPIDCPAPM, y “No 
se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo. No obstante, en 
el momento de la ratificación o adhesión, los Estados Partes en este 
instrumento podrán declarar que se reservan el derecho de apli-
car la pena de muerte en tiempo de guerra conforme al derecho 
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Por lo anterior, parecería ocioso meditar sobre la 
pena de muerte en México. Sin embargo, no resulta 
así. En materia de extradición, el tema se llevó a tribu-
nales arguyendo que los tratados de extradición vio-
lentaban la CPEUM, al exigir al Estado requirente el 
compromiso de no aplicar la pena de muerte a quienes 
el Estado mexicano entregara en extradición. La Pri-
mera Sala de la SCJN resolvió en mayo de 2011 que 
dicho requisito procedimental incluido en los tratados 
no violentaba la Constitución.72

internacional por delitos sumamente graves de carácter militar”, 
artículo 2(1)-PCADHAPM.

72  “Uno de los requisitos exigidos por el Estado mexicano para 
tramitar la petición de extradición es que la parte solicitante se 
comprometa a no imponer o ejecutar la pena de muerte. En ese 
sentido, del artículo 8 del Tratado de Extradición entre los Estados 
Unidos Mexicanos y los Estados Unidos de América, firmado en 
México, Distrito Federal, el 4 de mayo de 1978, se advierte que 
establece una condición indispensable para otorgar una solicitud 
de extradición, traducida en el compromiso del Estado requirente 
a no imponer o ejecutar una pena de muerte, por lo que no viola 
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que dicha condición constituye un requisito indis-
pensable para que pueda concederse la extradición, pues establece 
la posibilidad de rehusarla cuando el Estado requirente no otorga 
las seguridades suficientes, a fin de garantizar que no se impondrá 
esa pena, por lo que constituye una obligación de la Secretaría 
de Relaciones Exteriores asegurarse debidamente, conforme a los 
elementos de prueba que estime suficientes, de que el Estado re-
quirente no impondrá la pena de muerte al reclamado, y en caso 
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Así, en materia de pena de muerte —como sanción 
penal— tanto la CPEUM como los tratados parecen 
ser coincidentes. Si bien la CPEUM la contemplaba 
en sus inicios, a partir de 2005 la prohíbe. La CPEUM 
y el derecho internacional resultaban compatibles en 
tanto los tratados limitan a muy pocos casos su apli-
cación, máxime por ser casos previamente contem-
plados a la obligatoriedad para México de CADH y 
PDCP. Este impedimento internacional se reforzó en 
2007, cuando México suscribió los referidos protoco-
los a PDCP y CADH, que prohíben la pena de muer-
te. Pero la CPEUM, al retirar totalmente la limitación 
a privar de la vida en un tribunal, sin dejar la simple 
afirmación de prohibir la privación de la vida, podría 
ofrecer que de la CPEUM pueda deducirse o encon-
trarse implícita la posibilidad de hacerlo. Pero los tra-
tados reiteran que a nadie puede privarse de la vida 
en forma arbitraria.

de que sea impuesta, no se ejecute, por lo que la falta de asumir ese 
compromiso por dicho país trae como consecuencia que la solicitud 
de extradición sea rehusada”. extradición. el artículo 8 del 
tratado relativo entre los estados unidos mexicanos 
y los estados unidos de américa, no viola el artículo 
22 de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos. IUS 161624 (2011), XXXIV SJF 293 (julio de 2011) 
(9a.) (1a. Sala) 1a. CXXIX/2011. Amparo en revisión 289/2011, 18 
de mayo de 2011.
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Pena de muerte

Sistema jurídico mexicano Tratados
PDCP (1966) y CADH (1969)

— 1917-1981
Prevista en la 
CPEUM
No aplicada 
desde 1942 o 
1961

[“A” 
{en ocho 
casos}]

— A partir de 
1966 y 1969
Nadie puede 
ser privado de 
vida arbitra-
riamente.

[“A” sólo en 
casos contem-
plados antes 
de CADH y 
PDCP]

— 1981-2005
Prevista en la 
CPEUM
No aplicada 
desde 1942 o 
1961

[Dice “A” 
{en ocho 
casos}]

— A partir de 
1981 Trata-
dos obligan a 
México
Aplicación 
limitada de 
la pena de 
muerte

[“A” sólo en 
casos contem-
plados antes 
de CADH y 
PDCP]

— 2005-2011
Se retira priva-
ción de vida en 
tribunales
Se prohíbe la 
pena de muerte

[Dice 
“No-A” 
judicial]
[Dice 
“No-A”]

— A partir de 
1981
Nadie puede 
arbitrariamen-
te ser privado 
de la vida

[“A” sólo en 
casos contem-
plados antes 
de CADH y 
PDCP]

— A partir 
de 2007 hay 
compromiso 
internacional y 
prohíbe la pena 
de muerte

[Dice 
“No-A”]

— Protocolo a 
CADH y 2o. 
Protocolo a 
PDCP sobre 
pena de muer-
te obligan a 
México (2007)

[Dice “No-A”]
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3. Reinstauración de la pena de muerte

A partir de 2005, la pena de muerte se encuentra 
expresamente prohibida en la Constitución (artículo 
22). La reforma de derechos humanos de 2011 vino 
a reforzar el tema al expresamente prohibir que en 
casos de emergencia, invasión del país o situación gra-
ve o conflicto para la sociedad se pueda suspender el 
derecho a la prohibición de la pena de muerte. Lo an-
terior parece reflejar un sólido esquema jurídico para 
proteger el derecho a la vida —cuya existencia no se 
encuentra expresamente señalada en el texto consti-
tucional. Pero ¿qué ocurriría si se generara suficien-
te apoyo popular y político para su reinstauración en 
el país? Es decir, ¿qué pasaría si por diversos moti-
vos —incluyendo motivos de seguridad pública— una 
bandera política propugnara el retorno de la pena de 
muerte como posible argumento para contener la vio-
lencia y dar tranquilidad a la población?

Ante la inseguridad que se ha vivido, si se obtu-
viera una mayoría del 70 por ciento a nivel nacional 
para aprobar el restablecimiento de la pena de muer-
te, se lograra la mayoría en el Congreso federal y se 
acompañara con la mayoría de las legislaturas estata-
les, no quedaría más opción que concluir que queda-
rían satisfechos los requisitos constitucionales formales, 
y presumiblemente podría reincorporarse la pena de 
muerte en la CPEUM. Es decir, si derivado de contar con 
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el suficiente apoyo político nacional en pro de reinstalar la 
pena de muerte se lograran satisfacer los requisitos for-
males para la correspondiente enmienda, tendría que 
aceptarse que, de aprobarse una tal reforma, constitu-
cionalmente habría de internamente ser válida, polí-
tica y jurídicamente, independientemente de las gra-
ves consecuencias que acarrearía y la responsabilidad 
internacional en que incurriría el Estado mexicano 
por dicho cambio constitucional. Máxime cuando la 
SCJN ha prescrito jurisprudencialmente que todo lo 
que entra a la CPEUM es constitucional73 —sin po-

73  “... el Constituyente estableció la posibilidad de adicionar o 
reformar la propia Ley Fundamental a través de las instituciones 
representativas de la voluntad de la Nación Mexicana, sin dar in-
tervención directa al pueblo, esto es, no se prevé medio de defensa alguno 
para impugnar el contenido de una modificación constitucional, ya que ello 
atentaría contra el sistema establecido. Asimismo... en atención 
al principio de relatividad que rige las sentencias de amparo, en 
términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción II, de la 
Constitución Federal y 76 de la Ley de Amparo, sus efectos no po-
drían ser los de obligar al Órgano Reformador de la Constitución 
a reponer el proceso de reformas a la propia Carta Magna, porque 
con ello se darían efectos generales a la ejecutoria, en contravención 
al principio aludido”. reforma constitucional en materia de 
derechos de los indígenas. carece de interés Jurídico 
una comunidad indígena para reclamar en Juicio de am-
paro el proceso relativo. IUS 185509 (2002), XVI SJF 455 
(noviembre de 2002) (9a) (2a. Sala) 2a. CXLI/2002. Amparo en re-
visión 123/2002. Comunidad Indígena de Zirahuén, Municipio de Salvador 
Escalante, Michoacán, 4 de octubre de 2002 (énfasis añadido).
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sibilidad alguna de recurrir al control convencional o 
constitucional74 y sin importar el contenido de la en-
mienda.

74  “Los indicados preceptos no pueden ser sometidos a un aná-
lisis de regularidad constitucional a través del juicio de amparo, ni 
a un control difuso de constitucionalidad mediante alguno de los 
recursos establecidos en la Ley de Amparo, pues las normas que 
componen la Constitución General de la República constituyen 
la fuente de todo el ordenamiento jurídico y deben considerarse 
como mandatos inmunes a cualquier tipo de control jurisdiccional. 
Además, porque ni en la Carta Magna ni en la ley citada se establece que, 
a través del juicio de amparo, aquélla pueda sujetarse a control constitucio-
nal, sino únicamente las normas generales, actos u omisiones de 
la autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las 
garantías establecidas para su protección por la propia Constitu-
ción, así como por los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte; sin que en el concepto «normas de carácter 
general» puedan entenderse incluidos los preceptos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues ésta es la 
Ley Suprema que da fundamento normativo al juicio de amparo; 
y aun cuando se aceptara que, en sentido lato, es una norma ge-
neral, lo cierto es que no es posible, desde el punto de vista formal, 
considerar que viola derechos humanos, pues ello implicaría que la 
Norma Fundamental no es tal, en la medida en que el sistema de 
control constitucional que establece es capaz de invalidar su propio 
contenido, aunado a que no es jurídicamente admisible desarticu-
lar la interdependencia de las normas constitucionales, negando el 
principio de unidad de la Constitución”. control de constitu-
cionalidad. no puede realizarse respecto de los precep-
tos de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos. IUS 2005466 (2014), 3-II SJF 938 (febrero de 2014) 
(10a.) (2a. Sala) 2a./J. 3/2014 (énfasis añadido).
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[Esto igualmente plantea el problema paralelo sobre 
cómo reaccionaría la SCJN si una reforma constitucio-
nal dispusiera que el Poder Judicial fuera incompetente 
en materia de seguridad nacional, delincuencia organi-
zada u otro tema que fuera de interés para los poderes 
Legislativo o Ejecutivo. Como ocurrió con el arraigo: 
en 2005 la SCJN resolvió que resultaba inconstitucio-
nal en legislación local,75 en enero de 2008, igualmen-
te lo declaró inconstitucional en legislación federal,76 
pero la figura quedó incorporada en la CPEUM en 
junio de 2008, con lo que se le constitucionalizó y que-
dó fuera del escrutinio judicial —al ser constitucional 
todo lo que ingresa a la CPEUM—].77

75  arraigo penal. el artículo 122 bis del código de 
procedimientos penales del estado de chihuahua que 
lo establece, viola la garantía de libertad personal 
que consagran los artículos 16, 18, 19, 20 y 21 de la 
constitución federal, IUS 176030 (2005), XXIII SJF 1170 
(febrero de 2006) (9a.) (Pleno) P.XXII/2006. Acción de inconstitucio-
nalidad 20/2003.

76  arraigo domiciliario previsto en el numeral 12 de 
la ley federal contra la delincuencia organizada. la 
aplicación de esta medida viola las garantías de legali-
dad, de seguridad Jurídica y de libertad personal previs-
tas en los preceptos 14, 16 y 18 a 20 de la constitución 
federal, IUS 170555 (2007), XXVII SJF 2756 (enero de 2008) 
(9a.) (TCC) I.9o.P.69 P. Amparo en revisión 172/2007, 15 de noviem-
bre de 2007.

77  “La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público 
y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá de-
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Pese a la prohibición constitucional de la pena de 
muerte, parece que el pueblo mexicano aún no se ha 
definido sobre ese tema. En 2004, 38% de la pobla-
ción la consideraba como una opción viable, en tanto 
que 42% la rechazaba.78 En ese momento, si bien los 
mexicanos parecían divididos sobre si la pena de muer-
te constituía una violación a los derechos humanos,79 
la mayoría de ellos consideraban que el delito de vio-
lación debía castigarse con la pena de muerte.

En 2008, el Partido Verde Ecologista Mexicano 
(PVEM) propuso como plataforma política restable-

cretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y 
tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, 
siempre que sea necesario para el éxito de la investigación, la 
protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo 
fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justi-
cia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministe-
rio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. 
En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los 
ochenta días”, artículo 16-8p, reforma constitucional del 18 de 
junio de 2008.

78  “Pena de muerte y cadena perpetua”, Parametría, encuesta 
levantada 1 de junio de 2004, disponible en: http://www.parametria.
com.mx/carta-parametrica.phtml?id=37&text1=pena%20de%20muerte 
(consultada el 27 de septiembre de 2009).

79  39% de encuestados la consideraban una violación de dere-
chos humanos, en tanto otro 39% no la creía tal. Labardini, Ro-
drigo, “La prisión vitalicia en México”, 20 Iuris Tantum 108 (2009), 
Universidad Anáhuac, p. 150.
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cer la pena de muerte en territorio nacional.80 En 

80  En 2008, el PVEM presentó ante la Comisión Permanente 
del Congreso de la Unión, un paquete integral de siete iniciativas 
tendientes a reducir la incidencia de secuestros en el país, con me-
didas que incluyen la aplicación de la pena de muerte en algunas 
modalidades de ese delito. La diputada Gloria Lavara Mejía ex-
plicó que diversos estudios ponen de manifiesto que la pena de 
muerte disuade la comisión de delitos, puesto que es más temida 
por delincuentes que la cadena perpetua. Puso como ejemplo el 
hecho de que en Estados Unidos, el 99 por ciento de los conde-
nados luchan hasta la fase final de sus juicios por una sanción en 
vida, no por una sentencia de muerte. Agregó que su iniciativa 
propone que sean los jueces quienes dispongan si el castigo apli-
cable en estos casos es la prisión vitalicia o la pena de muerte, y, 
a fin de evitar injusticias, propuso que la SCJN confirme o re-
voque tales sanciones a partir de criterios que no dejen lugar a 
dudas sobre la culpabilidad de un indiciado. PVEM Boletín de 
Prensa109/08, publicado el 20 de agosto de 2008, disponible en 
el portal electrónico del PVEM: http://www.pvem.org.mx (visitado el 
25 de julio de 2009). La proposición con punto de acuerdo para 
que la “Cámara de Diputados realice foros de debate sobre la 
aplicación de la pena de muerte en el país y su posible eficacia 
como medida de sanción punitiva” fue presentada por la diputada 
Gloria Lavara Mejía y el senador Javier Orozco Gómez ante la Co-
misión Permanente de la Cámara de Senadores el 21 de enero de 
2009. Dicha Comisión emitió un punto de acuerdo que establece: 
“la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión 
respalda la propuesta del Grupo parlamentario del Partido Verde 
para realizar Foros para analizar el catálogo de delitos graves, el 
incremento de penas y la pertinencia de incorporar la pena de 
muerte como medida para combatir la delincuencia”. Gaceta del 
Senado, núm. 319, año 2009, 21 de enero, 3o. año de ejercicio, 
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mayo de 2012, la aprobación popular de la pena de 
muerte había incrementado sustancialmente; contaba 
con 54% de aprobación, en tanto sólo era rechazada 
por 33% de la población.81 En ese entonces, 45% de 
la población consideraba a la pena de muerte una vio-
lación a los derechos humanos, y para 44% no cons-
tituía tal violación de derechos humanos. El apoyo a 
la pena de muerte se reflejaba en los elevados porcen-
tajes de aprobación de la población, que la estima-
ban una medida adecuada para controlar la violen-
cia (55%) y una pena adecuada para violación (70%), 
homicidio (70%) y secuestro (67%).82 “Tal apoyo a la 
pena capital podría deberse a que el tema fue uno de 
los slogans del Partido Verde Ecologista de México tan-
to en la campaña de 2006 como en la de 2009, y a la 
percepción de que la pena capital podría disminuir 
la inseguridad”.83

El tema regresó con fuerza a la palestra nacional en 
mayo de 2014, tras la ejecución, el 9 de abril de 2014, 
en Texas, del tamaulipeco Ramiro Hernández Llanas. 
En ese momento, 8% de la población mexicana en-

Primer receso, Comisión Permanente (disponible en: http: http://
www.senado.gob.mx/gace.php?sesion=2009/01/21/1&documento=17.

81  Pena de muerte, Parametria, 1,000 encuestas del 15 al 18 de 
mayo de 2012, disponible en: http://www.parametria.com.mx/carta_
parametrica.php?cp=4479 (consultada el 6 de noviembre de 2016).

82  Idem.
83  Idem.
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cuestada estuvo de acuerdo con la ejecución, y 81% 
se opuso a la misma; en tanto que en enero de 2014, 
50% de la población se oponía a la pena de muerte, y 
sólo 39% estaba a favor de ella.84

Pese a estos vaivenes de opinión, no debe olvidar-
se que el artículo 4(3)-CADH expresamente prohíbe 
el restablecimiento de la pena de muerte en los paí-
ses que la hubieran abolido.85 México se encuentra 
en esta situación internacionalmente obligado desde 
1981 —cuando ratificó la CADH— para no reincor-
porar la pena de muerte, que quedó abolida en 2005. 
Asimismo, debe recordarse que México ratificó en 
2007 los protocolos a la CADH y al PDCP para abolir 
la pena de muerte.

En las circunstancias descritas, la posible reinstau-
ración de la pena de muerte podría contar con un 
impulso político nacional, pero provocaría un claro 
enfrentamiento entre las normas constitucional e in-
ternacional. Se trataría de un aparente caso de en-
frentamiento entre ambas normativas, pues —una vez 
reformada— contemplaría la pena de muerte (“A”), en 
tanto la otra expresamente prohibiría la existencia de 

84  “Los mexicanos y la pena de muerte”, Parametria, 800 en-
cuestas del 25 al 27 de enero de 2014, disponible en: http://www.
parametria.com.mx/carta_parametrica.php?cp=4646 (consultado 6 de 
noviembre de 2016).

85  “No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la 
han abolido”.
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norma misma (“No-A” y “No puede restablecerse A”). 
Indudablemente, se generaría responsabilidad inter-
nacional para el Estado mexicano por violacion ex-
presa al artículo 4(3)-CADH. Esta disposición está en 
consonancia con la materia de derechos humanos, que 
es de naturaleza progresiva, y muchas veces lo que an-
tes estaba permitido ahora puede ya no estarlo.86 Se 
trata de un proceso normativo que progresivamente y 
continuamente debe adoptarse en beneficio del pueblo 
—en aplicación del principio pro persona y del artículo 
39 constitucional. De igual forma, es muy discutible si 
la reinstauración de la pena de muerte —al igual que la 
suspensión del derecho a la vida antes mencionado— 
sería en beneficio del pueblo. Se arguye que esta pena 
pueda ser un disuasor de conductas delictivas; pero 
esto no está debidamente comprobado, y, muy por el 
contrario, existen varios estudios que muestran esa in-
capacidad, e incluso los graves errores que se cometen 
con esta pena tan grave e irreparable.

Habrá quien afirme que con la prohibición en 2011 
en el artículo 29-CPEUM de la suspensión de la pena 
de muerte en casos de invasión, guerra u otro que 
ponga en grave peligro a la sociedad precluiría la po-
sibilidad constitucional de reinstalarla. Sin embargo, 

86  “Teniendo en cuenta el hecho de que la Convención es un 
instrumento viviente que debe ser interpretado a la luz de las con-
diciones actuales”, Selmouni v. France, App. núm. 258003/94, 1999-
V eur. ct. h. r. 155, para. 101 [t.a.].
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deben distinguirse ambos casos. La suspensión preclu-
ye suspender la prohibición de la pena de muerte en si-
tuaciones que pongan en grave riesgo a la sociedad, pero no se 
refiere a su reinstauración en el país en circunstancias 
normales de la vida nacional.

La posible readopción de la pena de muerte repre-
sentaría una violación de la norma internacional por 
el Estado mexicano por acción del Legislativo, en es-
pecífico del órgano constituyente permanente. Conci-
liar el texto internacional con el nacional se vuelve ne-
cesario nuevamente, para evitar posibles violaciones 
al derecho internacional —la alternativa sería denun-
ciar la CADH y los referidos protocolos para abolir la 
pena de muerte— o permitir la adopción de acciones 
que no parecen ser en beneficio de la población —en 
particular en un sistema jurídico-político donde hay 
98% de impunidad—,87 además de multiplicidad de 

87  Juan Velázquez, abogado de prestigio nacional, invitado 
por la Confederación de Colegios y Asociaciones de Abogados de 
México, A. C., declaró el 24 de mayo de 2010, que en 2009 se co-
metieron 9.5 millones de delitos con 98% de impunidad, Herrera, 
Agustín, “Justicia a México es para pobres: Velázquez”, El Sol de 
Durango, 25 de mayo de 2010. De entre 59 países, según el Índice 
Global de Impunidad (IGI), México ocupó en 2015 el segundo lu-
gar en impunidad. El IGI fue elaborado por la Universidad de las 
Américas Puebla (UDLAP) y el Consejo Ciudadano de Seguridad 
y Justicia de Puebla (CCSJ). En el sistema de justicia mexicano, se-
gún el IGI, 46% de la población detenida carece de una sentencia 
condenatoria. En tanto se estimó una proporción promedio inter-
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errores. Recordemos que en el Palacio Negro de Le-
cumberri se lee “En este lugar maldito, donde reina la 
tristeza, no se castiga el delito, se castiga la pobreza”.88

De mayor interés también, ¿significa este caso que 
—en los hechos— los tratados se encuentran por en-
cima de la CPEUM, pues impediría al constituyente 
permanente adoptar cualquier decisión? Más bien re-
flejan que la persona es realmente la última benefi-
ciaria de todas las normas jurídicas que aplican en el 
espacio jurídico mexicano, y que todas conjuntamente 
—constitucionales, leyes generales y tratados; es decir, 
la LSTU— se erigen para proteger a la persona.

Reinstauración de la pena de muerte

Sistema jurídico mexicano Tratados
CADH (1969)

No se prohíbe 
reinstaurar 
la pena de 
muerte

[Dice “0”, y 
en su oportu-
nidad podría 
políticamente 
reinstalarse]

Artículo 4(3) 
prohíbe reins-
taurar la pena 
de muerte

[Dice: abo-
lida “A”, no 
puede reins-
taurarse “A”]

nacional de diecisiete jueces por cada 100,000 habitantes; México 
sólo cuenta con 4 por cada 100,000. Solís, Arturo, “México, el 
segundo país con más impunidad”, Forbes, 20 de abril de 2015, 
disponible en: http://www.forbes.com.mx/mexico-el-segundo-pais-con-
mas-impunidad-en-el-mundo/#gs.gZg3VY0 (consultado el 2 de febrero 
de 2017).

88  Escrito por el novelista José Revueltas cuando estuvo preso 
en Lecumberri.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

 
 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 

Libro completo en http://tinyurl.com/y4upw778



ALGUNOS VACÍOS JURÍDICOS CONSTITUCIONALES 69

4. La definición del inicio del derecho a la vida

La discusión que se ha desarrollado tanto sobre el 
derecho a la vida como sobre el derecho al aborto y 
sobre la integridad física de la mujer y el derecho de 
ésta sobre su cuerpo —incluyendo al producto de la 
gestación—, así como los conceptos de fertilización in 
vitro, bordan el tema sin resolverlo. A reserva de expo-
ner en otro opúsculo con mayor amplitud, en México 
existen los siguientes momentos de definición jurídica 
para fijar la protección del derecho a la vida. En tér-
minos legales, esto se traduce en la definición jurídica 
del momento en que inicia la vida.89

1. Desde la fecundación. La fecundación90 ocurre 
cuando el óvulo (con 23 cromosomas) se une 
con el espermatozoide (con 23 cromosomas), y 
surge entonces una célula nueva o cigoto con 
46 cromosomas.

2. Desde la concepción.91 También denominada 
“anidación”. Dieciocho estados de la Repúbli-

89  Labardini , Rodrigo, “El derecho a la vida en México”, Cró-
nica, 1 de octubre de 2011, p. Opinión-4.

90  Fecundar: dicho de una célula reproductora masculina: 
unirse a la femenina para dar origen a un nuevo ser. Diccionario de 
la lengua española, voz “fecundar”.

91  Concebir: Dicho de una hembra: Empezar a tener un hijo 
en su útero, Diccionario de la Lengua Española, voz “concebir”.
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ca mexicana protegen el derecho a la vida des-
de la concepción.92

3. Desde la décimo tercera semana de gestación.93

4. A las veinticinco semanas de gestación.
5. Al momento de nacer.94

92  Dieciocho estados mexicanos han blindado acciones con-
tra el aborto: Chiapas, Veracruz, Querétaro, Baja California, 
Chihuahua, Campeche, Colima, Puebla, Durango, Jalisco, Na-
yarit, Quintana Roo, Guanajuato, Yucatán, Sonora, Morelos, 
San Luis Potosí y Oaxaca. “Con Veracruz, son 18 estados que 
protegen la vida desde la concepción”, MonitorBC.info, 26 de ju-
lio de 2016, disponible en http://monitorbc.info/movil/index2.php 
?id=12141&ttl=Con%20Veracruz%20son%2018%20estados%20que 
%20protegen%20la%20vida%20desde%20la%20concepción (consulta- 
do el 4 de febrero de 2017).

93  El 26 de abril de 2007 se publicó en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal el decreto de reformas a los artículos 144 a 147 del 
Código Penal del Distrito Federal, y de reforma y adiciones de 
la Ley de Salud para el Distrito Federal. La enmienda principal 
fue la legalización o autorización de la muerte del concebido no 
nacido durante las primeras doce semanas de gestación cuando así 
lo decide libremente la madre, “Aborto es la interrupción del em-
barazo después de la décima segunda semana de gestación. Para 
los efectos de este Código, el embarazo es la parte del proceso de 
la reproducción humana que comienza con la implantación del 
embrión en el endometrio”, artículo 144-Código Penal del Distri-
to Federal. Inter alia, véase Adame Goddard, Jorge, “La reforma 
del Código Penal del Distrito Federal que autoriza el aborto del 
menor de doce semanas”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, año 
XL, núm. 120, septiembre-diciembre de 2007, pp. 693-722.

94  “La capacidad jurídica de las personas físicas se adquiere 
por el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el mo-
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6. Veinticuatro horas después de nacido.95

De esta forma, el derecho a la vida depende de en 
qué lado de una frontera —creada por humanos— se 
encuentra la madre.

El artículo 4(1)-CADH prescribe: “Toda persona 
tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho 
estará protegido por la ley y, en general, a partir del 
momento de la concepción. Nadie puede ser privado 
de la vida arbitrariamente”. Cuando México se adhi-
rió a esta convención, limitó su aplicación a territorio 
nacional y presentó una declaración interpretativa 
—con efectos de reserva—,96 en la que subrayó que 

mento en que un individuo es concebido, entra bajo la protección 
de la ley y se le tiene por nacido para los efectos declarados en el 
presente Código”, artículo 22-Código Civil Federal.

95  “Para los efectos legales, sólo se reputa nacido el feto que, 
desprendido enteramente del seno materno, vive veinticuatro ho-
ras o es presentado vivo al Registro Civil…”, artículo 337-Código 
Civil Federal.

96  La Convención de Viena sobre el Derechos de los Tratados 
(1966) sólo incluye la definición de reserva (“se entiende por «re-
serva» una declaración unilateral, cualquiera que sea su enuncia-
do o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, acep-
tar o aprobar un tratado o al adherirse a el, con objeto de excluir o 
modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado 
en su aplicación a ese Estado”), artículo 2(1)(d)), y no incluye una 
de declaración interpretativa. En los hechos, una declaración que 
fija los términos en que debe entenderse un concepto o una norma 
internacional para su aplicación interna, constituye una modifi-
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el tema correspondía al dominio exclusivo de los Esta-
dos.97 Esta declaración permite que las distintas juris-
dicciones en México puedan definir en qué momento 
inicia la protección de la vida sin incurrir en respon-
sabilidad internacional, por tratarse de los términos 
en que fue ratificada la Convención Americana de 
Derechos Humanos. El 26 de septiembre de 2011, el 
Ejecutivo sometió a la aprobación del Senado la deci-
sión de retirar la referida declaración interpretativa.98 
Al 15 de diciembre de 2016, sigue vigente la declara-
ción interpretativa que presentó México respecto de la 
CADH en este tema.

cación de la aceptación lisa y llana del precepto contenido en un 
tratado.

97  Al adherirse a la Convención, México formuló declaracio-
nes interpretativas y reservas, y el 9 de abril de 2002 (DOF 17 de 
enero de 2002) formuló el retiro parcial de las mismas. Atingente 
al tema en comento, subsiste la declaración interpretativa: “Con 
respecto al párrafo 1 del Articulo 4 considera que la expresión «en 
general» usada en el citado párrafo no constituye obligación de 
adoptar o mantener en vigor legislación que proteja la vida «a par-
tir del momento de la concepción», ya que esta materia pertenece 
al dominio reservado de los Estados”.

98  Comunicado sobre Declaración Interpretativa respecto del Pacto de San 
José, Comunicado CGCS-162, 26 de septiembre de 2011, disponi-
ble en: http://calderon.presidencia.gob.mx/2011/09/comunicado-sobre-
declaracion-interpretativa-respecto-del-pacto-de-san-jose/ (consultado el 
15 de diciembre de 2016).
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Inicio del derecho a la vida

Sistema jurídico mexicano Tratados
PDCP (1966) y CADH (1969)

CPEUM: no 
incluye expresa-
mente el derecho 
a la vida

[Dice “0”] Derecho a la 
vida protegido, 
en general, desde 
la concepción

[En general, 
“A” desde 
la concep-
ción]

SCJN: el dere-
cho a la vida se 
desprende de la 
Constitución
SCJN: los esta-
dos de la Repú-
blica definen

[La CPEUM 
debe decir “A”]
[Ante el 
silencio de 
CPEUM, 
entidades de-
ciden “A”]

DUDH y 
DADDH: no 
precisan el 
momento de 
inicio

[Dicen “0”]

5. La suspensión del derecho a la vida

Previo a la reforma constitucional de derechos hu-
manos del 10 de junio de 2011, y por sorprendente 
que parezca, la CPEUM contemplaba la posibilidad 
de suspender el derecho a la vida.99 El artículo 29 
constitucional —previo a la reforma del 10 de junio 
de 2011— prescribía:

En los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, 
o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro 
o conflicto, solamente el Presidente de los Estados Uni-

99  Labardini, Rodrigo, “La suspensión del derecho a la vida”, 
Crónica, 10 de abril de 2010, p. Opinión 4.
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dos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las 
Secretarías de Estado y la Procuraduría General de 
la República y con la aprobación del Congreso de la 
Unión y, en los recesos de éste, de la Comisión Per-
manente, podrá suspender en todo el país o en lugar de-
terminado las garantías que fuesen obstáculo para hacer fren-
te, rápida y fácilmente a la situación; pero deberá hacerlo 
por un tiempo limitado, por medio de prevenciones 
generales y sin que la suspensión se contraiga a de-
terminado individuo. Si la suspensión tuviese lugar 
hallándose el Congreso reunido, éste concederá las 
autorizaciones que estime necesarias para que el Eje-
cutivo haga frente a la situación; pero si se verificase 
en tiempo de receso, se convocará sin demora al Con-
greso para que las acuerde.100

El párrafo primero de la Constitución actual pres-
cribe esencialmente lo mismo, salvo la sustitución de 
“suspensión” de “garantías” para que lea “restringir o 
suspender” “el ejercicio de los derechos y garantías”, 

100  Énfasis añadido. El entonces artículo 29 constaba de un solo 
párrafo. Con la reforma del 10 de junio de 2011, ese único artícu-
lo se convirtió en el primer párrafo del artículo 29. Dicho párrafo 
fue nuevamente reformado el 10 de febrero de 2014, que entra-
rá en vigor cuando la legislación secundaria tocante a la Fiscalía 
General entre en vigor “siempre que se haga por el propio Con-
greso la declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía 
constitucional de la Fiscalía General de la República”, artículo 
decimosexto transitorio de la reforma publicada en el DOF del 10 
de febrero de 2014.
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y retira la concurrencia del gabinete para la suspen-
sión.101

Se puede suponer que el artículo se encuentra mal 
ubicado, por estar en el capítulo de las garantías indi-
viduales —ahora de los derechos humanos—, en tan-
to se trata de normas que permitían suspender dichas 
garantías, y no el de garantizarlas o reconocerlas. Es 
decir, parece un contrasentido que la posibilidad de 
suspender la vigencia de los derechos pueda ser un 
derecho.102 Sin embargo, el texto está bien ubicado, 
porque representa en sí una garantía, ya que solamente 
el presidente de la República —y nadie más— puede 
ordenar dicha suspensión. “No es una carta en blan-
co dirigida al Poder Ejecutivo”.103 Se trata de un acto 
que atañe responsabilidad directa al titular del Ejecu-
tivo Federal, y que —por la naturaleza del contenido 
del precepto— estaría actuando en carácter no como 
jefe de gobierno, sino como jefe de Estado, para po-
der afectar el espacio jurídico estatal o municipal. “La 
suspensión de garantías individuales es un fenómeno 

101  Despouy, Leandro, Los derechos humanos y los Estados de excep-
ción, México, UNAM, 1999.

102  Sobre el tema véase Agamben, Giorgio, State of  Exception, 
Chicago University Press, 2005.

103  Cueva, Mario de la, “La suspensión de garantías y la vuelta 
a la normalidad”, en Cueva, Mario de la y Aguilar y Maya, José, 
La suspensión de garantías y la vuelta a la normalidad, México, UNAM, 
2006, p. 10. Conferencia dictada el 12 de febrero de 1945.
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jurídico-constitucional que tiene lugar como antece-
dente necesario para que la actividad gubernativa de 
emergencia pueda válidamente desarrollarse”.104

El presidente no puede suspender los derechos por 
cualquier motivo, ya que tiene que cubrir varios requi-
sitos formales y justificar las acciones. Previo al 10 de 
febrero de 2014, debía contar con el acuerdo de los 
titulares de las secretarías de Estado y de la Procuradu-
ría General de la República; es decir, de la totalidad del 
gabinete del Ejecutivo Federal.105 Con la reforma de 
2014, el constituyente facilitó la adopción de medidas 

104  Burgoa, Ignacio, Las garantías individuales, 6a. ed., México, 
Porrúa, 1970, p. 200. El autor agrega: “Sin que previamente se 
decrete la suspensión mencionada por los medios y autoridades a 
que alude la Ley Fundamental, la labor del gobierno estatal ten-
diente a prevenir o remediar los males públicos inherentes a la 
situación anormal, sería jurídicamente inválida, teniendo el go-
bernado el derecho a oponerse a ella a través de los conductos 
que, como el juicio de amparo, la Constitución le brinda”, idem.

105  Previo a la reforma constitucional del 10 de febrero de 
2014, el artículo 29-1p leía: “En los casos de invasión, perturba-
ción grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la so-
ciedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con los titulares de las Secretarías 
de Estado y la Procuraduría General de la República y con la aprobación 
del Congreso de la Unión o de la Comisión Permanente cuando 
aquel no estuviere reunido, podrá restringir o suspender en todo 
el país o en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las ga-
rantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente 
a la situación ...” (énfasis añadido).
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para suspender derechos humanos en México, ya que 
retiró la necesidad de contar con dicha aprobación del 
gabinete.106 Adicionalmente, la redacción previa al 10 
de febrero de 2014 presentaba un elemento adicional 
—práctico— de protección de derechos humanos, ya 
que expresamente requería el acuerdo “de los titula-
res” de las secretarías de Estado y de la Fiscalía Gene-
ral de la República (FGR)107 —y no de los encargados 
de despacho—. El caso de la FGR era aún más impor-
tante, debido a su carácter como órgano constitucional 
semiautónomo (por complicadas que sean las reglas el 
titular de la FGR sí es removible con la concurrencia 

106  El 10 de febrero de 2014 se enmendó el artículo 29, primer 
párrafo, para quedar como sigue: “En los casos de invasión, per-
turbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga 
a la sociedad en grave peligro o conflicto, solamente el Presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos, con la aprobación del Congre-
so de la Unión o de la Comisión Permanente cuando aquel no 
estuviere reunido, podrá restringir o suspender en todo el país o 
en lugar determinado el ejercicio de los derechos y las garantías 
que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la 
situación; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio 
de prevenciones generales y sin que la restricción o suspensión se 
contraiga a determinada persona. Si la restricción o suspensión 
tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste concederá las 
autorizaciones que estime necesarias para que el Ejecutivo haga 
frente a la situación; pero si se verificase en tiempo de receso, se 
convocará de inmediato al Congreso para que las acuerde”.

107  Como sustituto constitucional del procurador general de la 
República.
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del Senado, órgano que puede impedir su remoción 
por el presidente de la República).108 Parte de la doc-
trina señalaba que la concurrencia del gabinete en la 
decisión presidencial para suspender derechos era una 
reminiscencia histórica, pero se mencionaba que más 
bien era un elemento parlamentario traído al sistema 
constitucional mexicano.109

Si bien la CPEUM era omisa sobre si la aproba-
ción del gabinete debía ser unánime o mayoritaria, de 
la simple lectura debería concluirse que se requería 
que fuera unánime, al señalar la aprobación de “los 
titulares” de secretarías y del procurador general de la 
República. Juntos, gabinete y fiscal general, habrían 

108   “El Fiscal General podrá ser removido por el Ejecutivo 
Federal por las causas graves que establezca la ley. La remoción 
podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros pre-
sentes de la Cámara de Senadores dentro de un plazo de diez días 
hábiles, en cuyo caso el Fiscal General será restituido en el ejerci-
cio de sus funciones. Si el Senado no se pronuncia al respecto, se 
entenderá que no existe objeción”, artículo 102-A-IV.

109  “...no es «mera reminiscencia histórica» la que como tal se 
menciona, pues para serlo se necesitaría que la misma hubiera 
quedado como resto, como supervivencia de un anterior régimen 
parlamentario, el cual de cierto nunca ha existido en México. Se 
trata... de un matiz parlamentario traído de fuera y que como ex-
cepción a nuestro sistema presidencial se utiliza con la finalidad de 
impedir que el presidente de la República se convierta en un dic-
tador, llegado el caso extraordinariamente grave de suspender las 
garantías individuales”. Tena Ramírez, Felipe, Derecho constitucional 
mexicano, 29a. ed., México, Porrúa, 1995, p. 220.
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podido servir como el primer contrapeso natural den-
tro de la esfera de coordinación del Ejecutivo Federal, 
debido a que la sustitución de todos los titulares —en 
particular del PGR/FGR— no sería un procedimien-
to sencillo, ya que los encargados de despacho —no 
siendo titulares— no habrían satisfecho el dispositivo 
constitucional. La responsabilidad política de los se-
cretarios de Estado y la responsabilidad nacional del 
fiscal general —éste, con mandato por nueve años y 
la posibilidad de que el Senado pueda revocar la re-
moción que pudiera intentar el presidente— ofrecían 
elementos de continuidad y serenidad a una medida 
tan grave como es la suspensión de garantías110 y de 
derechos humanos. Al no requerirse la aquiescencia 
del gabinete, el presidente de la República está en po-
sibilidad de proceder individualmente en la esfera del 
Poder Ejecutivo.

110  Recuérdese que las naciones “Para estar más seguras, es-
tarán dispuestas con amplitud a correr el riesgo de ser menos li-
bres”. Hamilton, Alexander, The Federalist, number 8, en Adler, 
Mortimer (editor en jefe), Great Books of  the Western World, t. 40, 
American State Papers-Federalist-J. s. Mill, Encyclopædia Britannica, 
Inc., Chicago, 1990, p. 45 (“To be more safe, they at length be-
come willing to run the risk of  being less free” [t.a.]). Puede igual-
mente recordarse que “One hundred and seventy three despots 
would surely be as oppressive as one”, Jefferson, Thomas, Notes on 
the State of  Virginia, apud Madison, James, The Federalist, num. 48, en 
Adler, op. cit., p. 158 (“Ciento setenta y tres déspotas ciertamente 
serán tan opresivos como uno solo” [t.a.]).
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La suspensión de derechos requiere la aprobación 
del Congreso o, en sus recesos, de la Comisión Perma-
nente. Si bien es entendible la sustitución de la Comi-
sión Permanente cuando el Congreso se encuentre en 
receso, porque es el curso normal de acción legislati-
va, en términos de defensa y promoción de derechos 
humanos no parece haber una clara explicación de 
por qué pasar de requerir la aprobación de 315 votos 
en el Congreso para dejar que la suspensión de ga-
rantías sea aprobada con tan sólo el voto de diecinue-
ve legisladores.111 Es decir, si se le estima una medida 
tan importante para contemplar ab initio la aprobación 
del Congreso de la Unión, no hay mucha explicación 
para reducir a sólo 6% de votos necesarios, máxime 
cuando se trata no del curso normal de actividades, 
sino de una excepción que afectará a la nación. En los 
hechos, el Constituyente Permanente facilitó la adop-
ción de declaratoria de suspensión de derechos.

La suspensión de derechos adquiere posibles va-
riantes. No puede restringirse a una persona, debe ser 
mediante disposiciones generales, y puede tener lugar 
en la totalidad del territorio o en sólo una parte de 
él. En caso de que hubiera necesidad de disposiciones 
secundarias para atender la emergencia, el Congre-

111  Al 6 de noviembre de 2016, en el Congreso: 251 diputados 
y 65 senadores, y 19 de 37 miembros en la Comisión Permanente 
(asumiendo el pleno de los referidos órganos, artículos 52 y 78 
constitucionales, respectivamente).
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so concederá las autorizaciones que estime oportuno; 
alternativamente deberá convocársele para la corres-
pondiente deliberación.112 Y durante la emergencia, la 
SCJN habrá de resolver sobre la constitucionalidad y 
validez de las medidas que adopte el Ejecutivo.113

Destacadamente —y he aquí el quid respecto al de-
recho a la vida y su interacción con los tratados de 
derechos humanos—, el texto constitucional contem-
pla en el primer párrafo del artículo 29-CPEUM, que 
se podrá suspender “el ejercicio de los derechos y las 
garantías que fuesen obstáculo para hacer frente, rápida y fá-
cilmente a la situación”. Es decir, se considera que todos 
los derechos son elementos que podrían dificultar ac-
ciones gubernamentales para resolver las circunstan-
cias que la sociedad enfrenta. No se trata de cualquier 
derecho, sino de aquellos que pueden obstaculizar las 
capacidades gubernamentales para atender la situa-
ción y devolver la tranquilidad y restaurar el orden 
que la sociedad necesita; esencialmente, restaurar el 
estado de derecho. Esto semeja un cuestionamiento de 
todos los derechos contemplados en la CPEUM, pues 
aparentemente cada uno de ellos limita la capacidad 
de acción de las autoridades al obligarlas a respetarlos.

De manera muy significativa, en el texto del artícu-
lo 29 constitucional —previo al 10 de junio de 2011, y 

112  Artículo 29-1p-CPEUM.
113  Artículo 29-5p-CPEUM.
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RODRIGO LABARDINI82

vigente de 1917 a 2011— no se encuentra limitación 
alguna respecto del derecho que podría suspenderse. 
La única restricción —contenida en ese párrafo— es 
que se tratara de derechos que pudieran obstaculizar 
el “hacer frente, rápida y fácilmente la situación”.114

Esta situación presenta un fuerte contraste con la 
Constitución de 1857, que prescribía:

En los casos de invasion, perturbacion grave de la paz 
pública, ó cualesquiera otros que pongan á la socie-
dad en grande peligro ó conflicto, solamente el presi-
dente de la República, de acuerdo con el consejo de 
ministros y con aprobacion del congreso de la Union, 
y, en los recesos de éste, de la diputacion permanente, 
puede suspender las garantías otorgadas en esta Constitucion, 
con escepcion de las que aseguran la vida del hombre; pero 
deberá hacerlo por un tiempo limitado, por medio de 
prevenciones generales y sin que la suspension pueda 
contraerse á determinado individuo.

Si la suspension tuviere lugar hallándose el con-
greso reunido, éste concederá las autorizaciones que 
estime necesarias para que el ejecutivo haga frente á 
la situacion. Si la suspension se verificare en tiempo 
de receso, la diputacion permanente convocará sin 
demora al congreso para que las acuerde.115

114  A mayor abundamiento, véase Labardini, “Proteo y el Ave 
Fénix”, supra nota 14, en particular las pp. 501-508.

115  Artículo 29, Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 1857 (énfasis añadido).
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La antítesis es evidente. En la CPEUM de 1917 ori-
ginal (y vigente hasta el 10 de junio de 2011), el Ejecu-
tivo podía suspender todo derecho si resultaba ser un 
“obstáculo para hacer frente, rápida y fácilmente a la 
situación”. Sin embargo, en la Constitución de 1857 
expresamente señalaba que podían suspenderse todas 
las garantías “con escepción (sic) de las que aseguran 
la vida del hombre”. Esto parecería evidenciar que la 
CPEUM de 1917 original —que al 31 de diciembre 
de 2016 tampoco prescribe expresamente el derecho 
a la vida— sí permitía suspender el derecho a la vida, 
hasta que el 10 de junio de 2011 llegó la reforma de 
derechos humanos. Veamos la génesis e implicaciones 
de este interludio jurídico.

El artículo 29 constitucional fue someramente dis-
cutido por el Congreso Constituyente.116 La Comisión 
del Congreso Constituyente de Querétaro que anali-
zó este artículo señaló en su dictamen, a manera de 
explicación, dos diferencias muy “racionales” entre el 
proyecto de artículo 29 de la que sería nuestra Cons-
titución original, y el entonces vigente artículo 29 de 
la Constitución de 1857. [Debe recordarse que la 

116  Para antecedentes y evolución del artículo 29, véase Brok-
mann Haro, Carlos, “Suspensión de garantías y reforma constitu-
cional al artículo 29. Perspectiva del estado de excepción en Mé-
xico”, Derechos Humanos México. Revista del Centro Nacional de Derechos 
Humanos, año 6, núm. 17, 2011, pp. 71-102.
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RODRIGO LABARDINI84

CPEUM-1917 fue presentada inicialmente como una 
reforma a la CPEUM-1857].117

1. “El proyecto explica que la suspensión podrá con-
traerse a determinada región o extenderse a todo el 
país, a diferencia del precepto constitucional anterior, 
que autorizaba la suspensión en términos generales”. 
Esta enmienda es afortunada pues permite que la sus-
pensión ocurra no en todo el país sino sólo en una 
región, un Estado o una ciudad.

2. “En el proyecto se establece que la suspensión 
afectará a todas aquellas [garantías] que fueren obs-
táculo para hacer frente, rápida y fácilmente, a la si-
tuación; mientras el precepto del 57 ponía a cubierto de 
la suspensión las garantías que aseguran la vida del hombre, 
excepción que, prácticamente, venía a nulificar el efecto de la 
suspensión” (énfasis añadido).

Continuaba el dictamen diciendo:

Cuando se apruebe por el Ejecutivo una medida tan 
grave como la suspensión de garantías, es evidente 
que la exigirá la salvación pública; para que tal me-
dida produzca el efecto deseado, será indispensable 

117  Cámara de Diputados, Congreso de la Unión (L Legislatu-
ra), Los derechos del pueblo mexicano. México a través de sus Constituciones, 
2a. ed., t. V, Antecedentes y evolución de los artículos 28 al 53 constitucio-
nales, México, Manuel Porrúa, 1978, pp. 114 y 115. El proyecto de 
artículo fue aprobado el 13 de enero de 1917, sin discusión, por 
153 votos a la afirmativa y 6 por la negativa.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

 
 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 

Libro completo en http://tinyurl.com/y4upw778



ALGUNOS VACÍOS JURÍDICOS CONSTITUCIONALES 85

dejar a los poderes que la decretan, libertad para que 
ellos fijen el alcance de aquélla, en vista de las cir-
cunstancias. Casos habrá y se han visto ejemplos prácticos, 
en que si la suspensión de garantías no comprende también las 
que protegen la vida, no producirá aquella medida otro resultado 
que poner en descubierto la importancia del Poder público para 
garantizar la seguridad social.118

De lo anterior podemos observar que la posibilidad 
de suspender el derecho a la vida no fue una omisión 
o un error legislativo. El constituyente originario de 1917 
expresamente contempló suspender el derecho a la vida para ha-
cer frente a situaciones de grave peligro para la nación. De la 
lectura de estos textos no es dable concluir idea algu-
na sobre suspensión de otros derechos, como el dere-
cho a la integridad física, la libre expresión o algún 
otro. Sin embargo, si expresamente se contempló sus-
pender el derecho a la vida, ¿qué podría esperarse de 
los otros derechos? Lo que sí sabemos con certeza es 
que el constituyente originario de 1917 expresamente 
contempló la suspensión del derecho a la vida, situa-
ción que es plenamente compatible con la ausencia de 
la prescripción constitucional del derecho a la vida, la 
presencia constitucional —hasta 2005— de la pena 
de muerte y que las personas no gozaban de derechos 
sino de las garantías que la Constitución les concedía 

118  Idem. Énfasis añadido.
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RODRIGO LABARDINI86

por acto de gracia. Este mismo punto muestra tam-
bién que la filosofía política de los congresos constitu-
yentes de 1857, 1917 y siglo XXI son muy diferentes: 
1857: humanista; 1917: estatal; siglo XXI: derechos 
humanos.

Lo que es aún más destacable es que la doctrina 
y los funcionarios mexicanos parecían considerar que 
no se permitía violar garantías individuales, sino sólo 
suspender su vigencia, y sólo de aquellas que impidie-
ran a la autoridad atender expedita, ágil y eficiente-
mente la situación que provocó su suspensión.119 Du-
rante la suspensión de garantías registrada en México 
en 1942, el entonces procurador general de la Repú-
blica señaló:

La circunstancia de que vivamos dentro de un régi-
men de restricciones de algunas de las garantías indi-
viduales, o como más comúnmente se les designa, de 
suspensión de garantías, no significa, en modo algu-
no, la ausencia de la norma jurídica, ni el abandono 
de la vida del derecho y de los principios de ética en 
que se sustenta.120

119  Por ejemplo, los maestros Burgoa y Castro.
120  Aguilar y Maya, José, “Breve reseña de la legislación de 

emergencia expedida en los Estados Unidos Mexicanos, con mo-
tivo de su participación en el actual conflicto mundial, incluyendo 
las leyes y reglamentos formulados por la Procuraduría General 
de la República y las disposiciones legislativas que con éstos tienen 
más estrecha relación”, Aportación que la Procuraduría General de la Re-
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En el mismo sentido, la exposición de motivos del 
Poder Ejecutivo de la Unión sobre los pactos y con-
venciones internacionales que promueven la protec-
ción de los derechos humanos, al referirse al PDCP, 
señaló que

Es obvio que el Constituyente no consideró que para 
hacer frente a casos de invasión, perturbación grava 
de la paz pública, o cualquier otro que pusiera a la 
sociedad en grave peligro o conflicto, el Presidente 
pudiera someter a esclavitud o servidumbre a la po-
blación; se pudiera encarcelar a individuos por no 
poder cumplir una obligación contractual; se conde-
nara por actos u omisiones que no fueran delitos; se 
desconociera la personalidad jurídica de los indivi-
duos; se prohibiera la libertad de pensamiento, con-
ciencia o religión; se privara de la vida arbitrariamente, o 
se sometiera a individuos a torturas, penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, o, sin su libre con-
sentimiento a experimentos médicos o científicos. Lo 
que autoriza el artículo 29, con las modalidades ya es-
pecificadas, es suspender sólo aquellas garantías que 
fuesen obstáculo para hacer frente rápida y fácilmen-
te a la situación.121

pública hace, por conducto de su titular, el señor licenciado don José Aguilar y 
Maya a la Tercera Conferencia de la Federación Interamericana de Abogados, 
México, 1944, Procuraduría General de la República, p. 9.

121  Los tratados de derechos humanos y la legislación mexicana, México, 
UNAM, 1983, p. 97 (énfasis añadido). Destaco que alude a privar 
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Con todo lo anterior, la exposición pretendía con-
cluir que no existía contradicción entre la CPEUM 
y el artículo 4-PDCP. Debe mencionarse, sin embar-
go, que la citada exposición de motivos sólo reitera el 
texto constitucional, amén de no mencionar al artícu-
lo 27-CADH —equivalente al 4-PDCP, aun cuando 
ambos tratados fueron presentados conjuntamente a 
la aprobación del Senado—, por lo que podría con-
siderarse que el Ejecutivo sólo pensó en el 4-PDCP, 
y no pretendía hacer compatible la CPEUM con el 
27-CADH.

En consecuencia, México hubiera debido efectuar 
una reserva o declaración interpretativa en el senti-
do de que si bien por los antecedentes históricos, la 
Carta Magna de nuestra nación no presenta una sal-
vaguarda clara del derecho a la vida, la aplicación 
del mismo sería realizada en apego a la normatividad 
internacional...122

De mantener irrestrictamente el principio de la su-
premacía constitucional se mantendría siempre a los 
tratados por debajo de la CPEUM, y habría debido 

de la vida arbitrariamente y no a la suspensión del derecho a la 
vida.

122  Labardini, Rodrigo et al., “La Convención Americana de 
Derechos Humanos, «Pacto de San José de Costa Rica», Revisita-
da”, El Foro, Órgano de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, 
a. c., México, octava época, núm. 4, 1988, t. I, p. 163.
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concluirse que, conforme a la CPEUM previa al 10 de ju-
nio de 2011, podría haberse permitido la suspensión 
del derecho a la vida entre 1917 y 2011. No sólo era 
lo que el texto permitía y prescribía. Fue la intención 
expresa del legislador constituyente.

Esta situación contrasta claramente con lo dispues-
to en los artículos 27(2) y 4-CADH y 4(2) y 6-PDCP, 
que expresamente prohíben suspender el derecho a 
la vida en cualesquiera circunstancias. Si entre 1917 
y 2011 se hubiera suspendido el derecho a la vida 
atendiendo lo permitido constitucionalmente, se ha-
bría incumplido con dichos tratados. Pareciera que 
habríamos estado frente a una situación en la que la 
CPEUM y los tratados estarían en franca oposición. 
Por un lado, la CPEUM aparentemente diciendo que 
se puede suspender el derecho a la vida (“A”), pues 1) el 
texto guardaba silencio; 2) fue la intención legislativa, 
y 3) si quedara incluido como garantía podría obsta-
culizar la acción gubernamental. Por otro, la CADH 
y el PDCP prescriben que no puede suspenderse el de-
recho a la vida (“No-A”), ya que en ninguna circuns-
tancia puede suspenderse el derecho a la vida. ¿Es que 
México se encontraba en una situación en donde la 
Constitución no estaba “de acuerdo” con los tratados 
(artículo 133-CPEUM)? ¿Debería haberse considera-
do que tanto la CADH y la PDCP no eran más parte 
de la “Ley Suprema de toda la Unión” o habían deja-
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do de serlo? ¿Es que el Estado mexicano debía denun-
ciar la CADH y el PDCP (para tener oportunidad de 
suspender el derecho a la vida)?

Si se hubiera hecho respetar el convenio interna-
cional, no necesariamente habría significado que se 
estaría en colisión con el entonces artículo 29 consti-
tucional, dado que la posibilidad de suspender el de-
recho a la vida era sólo una de las múltiples opciones 
que habría tenido el Ejecutivo —con la aprobación 
del Congreso— para atender una situación grave para 
la nación. Es decir, que el legislador previera expre-
samente y la CPEUM contemplara la posibilidad de 
suspender el derecho a la vida no significaba que para 
enfrentar una situación grave el Ejecutivo habría es-
tado obligado a suspender el derecho a la vida —y, 
más grave aún, incluso privar de la vida, como seña-
ló la referida exposición de motivos—. Si bien entre 
1917 y 2011, conforme al texto y voluntad constitu-
cionales, el presidente de la República —inicialmente 
con el acuerdo del gabinete123 y del Congreso (o, en 
sus recesos, de la Comisión Permanente)— podría lle-

123  Conforme a la CPEUM vigente de 1917 a 2011, titulares 
de secretarías de Estado y el procurador general de la República, 
pero no el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal. Cfr. la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, artículo 1-3, que 
define la integración de la administración pública federal centrali-
zada y paraestatal, al igual que el artículo 1 de la Ley Orgánica de 
la Procuraduría General de la República.
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gar a suspender el derecho a la vida, no se trataba de 
una obligación perentoria. Para complementar ambas 
normas constitucional e internacional, el Ejecutivo 
habría podido suspender garantías, pero sin incluir las 
garantías que protegen la vida, y esto resultaría en la 
ejecución, aplicación y cumplimiento del artículo 29 
constitucional sin violar las normas internacionales. 
La alternativa —señalar que el artículo 29 CPEUM y 
los referidos artículos de la CADH y del PDCP esta-
ban contrapuestos— habría derivado en que los tra-
tados y la Constitución no “estén de acuerdo”. Esto 
habría llevado a la posible invalidez en México de los 
tratados —por inaplicación de la defensa del derecho 
a la vida—, y al estimar que no “estuvieren de acuer-
do” con la CPEUM podría considerarse que la obli-
gación internacional de México habría de ser nula in 
totum. Si los tratados y la Constitución —ambos ele-
mentos de la ley suprema de toda la Unión (artículo 
133-CPEUM)— no están “de acuerdo” en la protec-
ción del derecho a la vida, ¿qué podría esperarse de 
otros derechos? A efecto de resolver el conflicto in-
ternacional, ¿el Estado mexicano posiblemente habría 
tenido que denunciar tanto la CADH como el PDCP 
con la consecuente negación y desvinculación jurídi-
ca para el Estado mexicano de todos los otros dere-
chos humanos contemplados en dichos tratados —y 
no sólo de los artículos 4-CADH y 6-PDCP que pres-
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criben el derecho a la vida de toda persona—, para 
posteriormente volver a ratificar los mencionados tra-
tados, pero ahora estableciendo reservas a dichos ar-
tículos? Esta situación resulta anómala, contraria al 
propósito y al espíritu de los propios tratados de de-
rechos humanos y, agregamos, de la propia CPEUM, 
además de no ser permisible conforme a derecho in-
ternacional.124 

La situación actual ha quedado bastante subsanada 
con la reforma del 10 de junio de 2011. El segundo pá-
rrafo del artículo 29 enlista diversos derechos, que no 
pueden suspenderse en cualesquiera circunstancias. 
Entre estos derechos quedó expresamente incorpora-
do el derecho a la vida.125 [En cuestión de suspensión 
de derechos subsistieron dos problemas, aún vigentes 
al 5 de febrero de 2017, ya que no se incluyeron en el 
catálogo constitucional de derechos no suspendibles, 

124  Entre otros, Simms, Bruno e I. Hernández, Gleider, “Le-
gal Consequences of  an Impermissible Reservation to a Human 
Rights Treaty: Where Do We Stand?”, en Enzo Cannizzaro (ed.), 
The Law of  Treaties Beyond the Vienna Convention, Oxford University 
Press, 2011, pp. 60-85.

125  Esto responde también a que la doctrina mexicana había 
señalado la necesidad de incorporar en el texto constitucional las 
consideraciones de los textos normativos internacionales para afi-
nar la posible aplicación del dispositivo. Por ejemplo, De Silva Gu-
tiérrez, Gustavo, “Suspensión de garantías. Análisis del artículo 29 
constitucional”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho 
Constitucional, México, núm. 19, julio-diciembre de 2008, p. 49.
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dos derechos internacionalmente prescritos como no 
suspendibles, y los que México se obligó mediante un 
tratado a no suspenderlos.126 El problema radica en 
que cuando el legislador constituyente permanente 
decidió no incluir estos derechos, que se encuentran 
incorporados en los mismos documentos que tuvo a la 
vista y desde los cuales internalizó las correspondien-
tes obligaciones internacionales, debe concluirse que 
la CPEUM estaría contemplando como sí suspendi-
bles a ambos derechos].127

126  No ser encarcelado por no cumplir una obligación contrac-
tual —establecido como no suspendible por el PDCP (artículo 11 
[“Nadie será encarcelado por sólo hecho de no poder cumplir una 
obligación contractual.”] en relación con 4(2)-PDCP)— y nullum 
crimen sine lege con alcances nacionales e internacionales, nulla poena 
sine lege y retroactividad benéfica de pena para el reo —definidos 
como no suspendibles por el PDCP (artículo 15 [“Nadie será con-
denado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 
no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 
Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el mo-
mento de la comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión 
del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el 
delincuente se beneficiará de ello”] en relación con el 4(2)-PDCP).

127  Quizá por esto “... resulta necesario reformar la Constitu-
ción, al Art. 133 específicamente, para establecer un nuevo siste-
ma de incorporación de la normatividad internacional a la nacio-
nal. Un sistema que contemple la realidad actual, la diversidad de 
niveles y la gradualidad de compromisos que la dinámica de las 
relaciones internacionales impone a México como un nuevo actor 
en el concierto mundial”. Pereznieto Castro, Leonel, “El art. 133 
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Pese al debilitamiento del proceso para adoptar la 
declaratoria de suspensión de garantías —al retirar 
la aquiescencia del gabinete—, la reforma constitu-
cional de 2011 fortaleció el esquema de derechos hu-
manos. Dejó incólume el artículo 22, que prohíbe la 
pena de muerte. Y en el artículo 29-2p constitucional 
añadió que en los decretos que suspendan o restrinjan 
derechos por emergencias que afecten la vida de la na-
ción —invasión, perturbación grave de la paz pública 
o cualquier otro que “ponga a la sociedad en grave 
peligro o conflicto”— no puede incluirse la suspen-
sión del “ejercicio” del derecho a la vida ni suspender 
“la prohibición de la pena de muerte”.128 Esto pare-
ciera dar cuenta que se cubre cualquier requisito para 
lograr que el derecho a la vida quede a salvo, excepto 
por el hecho de que no hay norma jurídica mexicana 

constitucional: una relectura”, Jurídica. Anuario del Departamento de 
Derecho de la Universidad Iberoamericana, México, núm. 25, 1995-II, 
p. 282.

128  “En los decretos que se expidan, no podrá restringirse ni 
suspenderse el ejercicio de los derechos a la no discriminación, al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integri-
dad personal, a la protección a la familia, al nombre, a la naciona-
lidad; los derechos de la niñez; los derechos políticos; las libertades 
de pensamiento, conciencia y de profesar creencia religiosa algu-
na; el principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la 
pena de muerte; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; 
la prohibición de la desaparición forzada y la tortura; ni las garan-
tías judiciales indispensables para la protección de tales derechos”.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

 
 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 

Libro completo en http://tinyurl.com/y4upw778



ALGUNOS VACÍOS JURÍDICOS CONSTITUCIONALES 95

que expresamente contemple el derecho mismo. De 
esta forma, la CPEUM pretende blindar un derecho 
que bajo su égida no existe formalmente, y toca al juz-
gador indicar que el derecho a la vida se encuentra 
implícito o se desprende de su texto —convirtiéndolo 
en legislador.

Con la reforma constitucional de derechos huma-
nos de 2011 se logró llenar de manera parcial el vacío 
constitucional. La reforma no prescribe taxativamen-
te que el derecho a la vida existe en México, sino que 
parcialmente llena el vacío existente por no haber de-
finición del derecho a la vida. Debe entenderse que el 
derecho a la vida existe en México en la medida en que 
se prohíbe su suspensión, incluso en caso de invasión o 
amenaza grave a la sociedad.129 Alternativamente, po-
dría decirse que tampoco puede suspenderse el dere-
cho a la vida, en la medida en que al formalmente no 
existir el derecho no puede suspenderse lo inexistente.

129  Recordemos que “Safety from external danger is the most 
powerful director of  national conduct. Even the ardent love of  
liberty will, after a time, give way to its dictates”, Hamilton, Alex-
ander, The Federalist, num. 8, en Adler Mortimer (editor en jefe), 
Great Books of  the Western World, American State Papers-Federalist-J. s. 
Mill, Encyclopædia Britannica, Inc., Chicago, 1990, t. 40 p. 45 (“La 
seguridad frente al peligro externo es el más poderoso director 
de la conducta nacional. Incluso el ferviente amor a la libertad, 
después de un tiempo, cederá ante sus dictados” [t.a.]).
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Suspensión del derecho a la vida

Sistema jurídico mexicano Tratados
PDCP (1966) y CADH (1969)

1917-2011:
— CPEUM per-
mite suspender el 
derecho a la vida

[ “No-A” ] 1917-1966/1969:
Silencio hasta 1966 
(PDCP) y 1969 
(CADH)

[ “0” ]

— Suspender el 
derecho a la vida 
es voluntad expresa 
del constituyente

[ “No-A” ] 1966/1969 
en adelante:

— Prohíbe suspen-
der el derecho a la 
vida en toda circuns-
tancia

[ “A” ]

— Silencio sobre 
suspensión del de-
recho a la vida en 
vida normal

[ “0” ] — Prohíbe suspen-
der el derecho a la 
vida en toda circuns-
tancia

[ “A” ]

2011- en adelante:
— Prohíbe suspen-
der derecho a la 
vida en emergen-
cias

[ “A” ] — Se prohíbe sus-
pender el derecho 
a la vida en toda 
circunstancia

[ “A” ]

— Silencio sobre 
suspensión del de-
recho a la vida en 
vida normal

[ “0” ] — Se prohíbe sus-
pender el derecho 
a la vida en toda 
circunstancia

[ “A” ]

La evolución jurídica del texto constitucional en 
materia de suspensión de derechos evidencia asimis-
mo un caso adicional en que la normativa constitu-
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cional cede lugar a la norma internacional en temas 
de derechos humanos. El resultado de este proceso 
evolutivo ha sido que la Constitución y los tratados 
no sólo estén de acuerdo, sino que aquélla práctica-
mente repita —para efectos exclusivamente inter-
nos— las obligaciones internacionalmente contraídas 
por México. En este sentido, el constituyente agregó a 
la CPEUM una lista de derechos no suspendibles en 
toda circunstancia, derechos que el Estado mexicano 
se encontraba internacionalmente obligado por diver-
sos tratados que previamente había ratificado, inclu-
yendo la CADH, el PDCP,130 y las convenciones Inte-
ramericana y de Naciones Unidas contra la tortura131 
y la desaparición forzada.132 No obstante, falta aún la 

130  México se adhirió a la CADH el 24 de marzo de 1981, 
DOF, 7 de mayo de 1981, y al PDCP, el 23 de marzo de 1981, DOF, 
20 de mayo y 22 de junio de 1981.

131  México se adhirió a la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura el 22 de junio de 1987, la que 
entró en vigor para México el 22 de julio de 1987, DOF, 11 de 
septiembre de 1987, y a la Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, el 23 de enero 
de 1986, la que entró en vigor para México 26 de junio de 1987, 
DOF, 6 de marzo de 1986.

132  México se adhirió a la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas el 9 de abril de 2002, la que 
entró en vigor para México 9 de mayo de 2002, DOF, 6 de mayo 
de 2002, y a la Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas el 18 de 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

 
 

DR © 2019. Universidad Nacional Autónoma 
de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas 

Libro completo en http://tinyurl.com/y4upw778



RODRIGO LABARDINI98

manifestación expresa del derecho a la vida en el cuer-
po de la Constitución.

Así, pese al vacío constitucional, las normas consti-
tucional e internacional “están de acuerdo” en benefi-
cio del pueblo mediante una interpretación favorable 
a la persona. El tema adquiere mayor relevancia tra-
tándose de la suspensión del derecho a la vida prevista 
en la CPEUM previo a la reforma constitucional de 
derechos humanos de 2011, porque el Congreso Cons-
tituyente originario de 1917 expresamente contempló 
suspender el derecho a la vida y retiró la limitante 
constitucional que existía en la Constitución de 1857.

III. familia

El fundamento esencial de la sociedad es la familia. La 
familia es la célula primaria de la comunidad. Su sola 
presencia es el principio de sociedad.

Diversos autores señalan que el sustento del dere-
cho a la familia se encuentra en el artículo 4-1p.133 Se 
indica que debido a este precepto “el estudio jurídico 
de la familia entra en la órbita del derecho constitu-

marzo de 2008, la que entró en vigor para México 23 de diciem-
bre de 2010, DOF, 22 de junio de 2011.

133  “El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la 
organización y el desarrollo de la familia” (artículo 4-1p-CPEUM).
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